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Panel integrado por su presidenta, la Jueza Ortiz Flores, el 

Juez Rivera Torres, la Jueza Rivera Pérez y el Juez Campos Pérez  

 

Rivera Pérez, Jueza Ponente  
 
 

 SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 9 de agosto de 2024. 

Comparece ante nos el Sr. Carlos A. Matías Méndez (en 

adelante, Sr. Matías Méndez o parte peticionaria) y nos solicita la 

revisión de la Orden emitida el 4 de junio de 2024 y notificada al 

siguiente día por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Caguas 

(en adelante, TPI o foro primario).  Mediante dicho dictamen, el TPI 

declaró No Ha Lugar la solicitud de relevo de orden y embargo 

presentada por el Sr. Matías Méndez.  

Por los fundamentos que expondremos, se expide el auto de 

certiorari, se deja sin efecto la orden y embargo emitida en el caso de 

autos y se devuelve el caso al foro primario para la continuación de 

los procedimientos cónsonos con lo aquí resuelto. 

I. 

 El 30 de abril de 2015, el TPI dictó Sentencia en Rebeldía, la 

cual fue notificada el 6 de mayo de 2015 a la dirección del Sr. Matías 

Méndez, HC 6 Box 71160 Caguas PR 00727.  En esta, el TPI declaró 

Con Lugar la Demanda en cobro de dinero (Regla 60) presentada por 
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Midland Credit (Midland) contra el Sr. Matías Méndez, su cónyuge y 

la sociedad legal de gananciales compuesta por ambos.1  En 

consecuencia, el foro primario condenó al Sr. Matías Méndez a 

satisfacer a Midland la suma de $8,725.82 más intereses legales al 

4.25% anual, costas, gastos y honorarios de abogados.  

 Luego de advenida final y firme la sentencia, Midland presentó 

el 9 de junio de 2015 una Moción de Ejecución de Sentencia, en la 

cual le solicitó al TPI que emitiera una orden para que se pudiera 

proceder a embargar los bienes muebles e inmuebles del Sr. Matías 

Méndez con el fin de recobrar la cuantía adeudada dispuesta en la 

Sentencia.2  Además, Midland le solicitó al TPI que designara como 

depositario a la compañía RUSH!!! PARALEGAL SERVICES INC.  

Asimismo, sometió un escrito titulado Señalamiento de Bienes, en el 

cual nombró una serie de bienes a embargar.3  

En atención a esta solicitud, el TPI emitió una Orden 

autorizando el embargo de los bienes muebles e inmuebles 

necesarios para satisfacer la sentencia.  El 10 de agosto de 2015, se 

emitió el correspondiente Mandamiento de Embargo.4 

El 20 de agosto de 2015, Midland presentó un Escrito Bajo la 

Regla 51.4, en el que argumentó que no había podido identificar 

bienes suficientes del patrimonio del Sr. Matías Méndez para 

satisfacer lo adeudado según la sentencia,5 por lo que solicitó que 

se le ordenara al Sr. Matías Méndez a comparecer a una toma de 

deposición en las oficinas de la representación legal de Midland con 

el propósito de poder identificar otros bienes de su propiedad.6 

El 21 de septiembre de 2015, el TPI emitió una Orden y se 

liberó el correspondiente Mandamiento de Citación, para que el 

 
1 Anejo 2 del Recurso de Certiorari, págs. 11-12. 
2 Anejo 3 del Recurso de Certiorari, págs. 13-14. 
3 Íd. 
4 Anejo 4 del Recurso de Certiorari, págs. 15-18 
5 Anejo 5 del Recurso de Certiorari, pág. 19. 
6 Íd. 
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Sr. Matías Méndez compareciera a la toma de deposición al amparo 

de la Regla 51.4 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 51.4.7  De 

la Notificación expedida por el TPI, no surge que se le haya notificado 

al Sr. Matías Méndez. 

Surge del expediente del caso de epígrafe que el 28 de 

septiembre de 2015, Midland presentó una Moción Urgente de 

Designación de Nuevo Depositario.  Así las cosas, el 9 de noviembre 

de 2015, el foro primario emitió una Orden de Ejecución de Sentencia 

declarando Con Lugar la Moción de Ejecución de Sentencia 

presentada por Midland.8  Además, designó a Ángela Miranda Sanz 

como depositaria.  De igual modo, se emitió el correspondiente 

Mandamiento de Ejecución de Sentencia.9  

Midland presentó nuevamente una Moción Enmendando 

Orden y Mandamiento de Embargo, la cual fue declarada Con Lugar 

por el TPI el 23 de junio de 2016, notificada el 13 de julio de 2016.10  

Asimismo, se emitió el correspondiente Mandamiento de Embargo.11 

El 31 de marzo de 2016, Midland presentó una Moción al 

Expediente Judicial, mediante la cual notificó al TPI que le envió al 

Sr. Matías Méndez un interrogatorio y solicitud de documentos al 

amparo de la Regla 51.4 de Procedimiento Civil, supra. 

El 16 de julio de 2021, Midland volvió a someter una Solicitud 

de Autorización al Amparo de la Regla 51.1, esto es, seis (6) años 

luego de que la sentencia en rebeldía hubiera advenido final y firme, 

y a cinco (5) años de la última autorización de embargo.12  En la 

referida solicitud, Midland certificó haber enviado copia a la 

dirección del Sr. Matías Méndez.  Por otro lado, no surgen de dicha 

moción las razones fundamentadas para la demora en la ejecución 

 
7 Anejo 6 del Recurso de Certiorari, págs. 20-22.  
8 Anejo 7 del Recurso de Certiorari, págs. 23-26. 
9 Íd. 
10 Anejo 8 del Recurso de Certiorari, págs. 27-30. 
11 Íd. 
12 Anejo 9 del Recurso de Certiorari, pág. 31. 
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de la Sentencia.  En ese sentido, la misma se limitó a mencionar que 

a pesar de las gestiones realizadas para cobrar la Sentencia, el 

Sr. Matías Méndez no había pagado total ni parcialmente la misma.  

No obstante, el TPI emitió nuevamente la Orden y el Mandamiento 

de Embargo el 16 de marzo de 2022, notificándole la misma al 

Sr. Matías Méndez.13  

El 19 de enero de 2024, Midland presentó una Moción 

Asumiendo Representación Legal, Solicitando se Designe Depositario 

y Solicitando se Expida Orden y Mandamiento de Ejecución de 

Sentencia a Fines de Incluir el Nuevo Depositario.14  En la misma, se 

informó que con el propósito de localizar los activos del Sr. Matías 

Méndez para ejecutar la Sentencia, realizó gestiones de cobro que no 

produjeron resultados algunos.  Entre estas gestiones se 

encontraban: llamadas recurrentes y envío de varias 

comunicaciones al Sr. Matías Méndez.  Además, señaló que 

procedieron a realizar investigaciones en agencias gubernamentales.  

También, realizaron investigaciones con las compañías Accurint.com 

con el propósito de obtener información contacto y en la página 

superpages.com para localizar algún número de contacto.  No 

obstante, expresó que no se obtuvo información reciente del 

Sr. Matías Méndez.  Por último, certificó haber enviado copia de la 

moción al Sr. Matías Méndez.  

El TPI emitió una Orden el 31 de enero de 2024, declarando 

Ha Lugar la moción, y emitió una Orden y Mandamiento, la cual fue 

notificada a Midland el 7 de febrero de 2024.15  No surge de la 

notificación que el Sr. Matías Méndez haya sido notificado. 

Por primera vez, el 25 de marzo de 2024, el Sr. Matías Méndez 

radicó una Moción Asumiendo Representación Legal, en Solicitud que 

 
13 Anejo 10 del Recurso de Certiorari, págs. 32-36. 
14 Anejo 11 del Recurso de Certiorari, págs. 37-41. 
15 Anejo 12 del Recurso de Certiorari, págs. 42-49. 
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se Deje sin Efecto Orden y Mandamiento de Embargo y Ordene se 

Levanten los Gravámenes y Embargos.16  A través de la aludida 

moción le solicitó al TPI que dejara sin efecto la Orden y 

Mandamiento de Embargo por haber transcurrido 3,244 días desde 

que se dictó la Sentencia y la emisión de cuatro (4) órdenes de 

embargo que nunca fueron diligenciadas.  Además, añadió que la 

penúltima y antepenúltima solicitud nunca se debieron expedir toda 

vez que Midland nunca justificó su demora para ejecutar la 

Sentencia.  

Por su parte, el 19 de abril de 2024, Midland radicó una Réplica 

a Moción en Solicitud de que se Deje sin Efecto Orden y Mandamiento 

de Embargo y Ordene se Levanten los Gravámenes y Embargos.17   

Así las cosas, el 20 de mayo de 2024, el Sr. Matías Méndez 

radicó una Reafirmación en Solicitud de Relevo de Orden y Embargo 

en la cual reiteraba sus argumentos previamente esbozados.18  Así 

pues, el 5 de junio de 2024, el TPI emitió una Orden mediante la 

cual declaró “No Ha Lugar a la Solicitud de Relevo de Orden y 

Embargo”.19  

Inconforme el Sr. Matías Méndez con dicha determinación, el 

8 de julio de 2024, presentó ante nos Petición de Certiorari 

solicitando la revisión de la Orden recurrida.  En su recurso, la parte 

peticionaria señala que el foro recurrido cometió el siguiente error:  

Erró el Tribunal al expedir la Orden y Mandamiento de 
embargo del 31 de enero de 2024, sin que mediara 

justificación válida para la dilación en ejecutar el 
embargo y ya habiendo transcurrido cerca de 9 años 
desde que se emitió la Sentencia. 

 

El 22 de julio de 2024, Midland presentó su Alegato en 

Oposición a Certiorari.  Así, contando con la comparecencia de las 

partes, procedemos a resolver. 

 
16 Anejo 13 del Recurso de Certiorari, págs. 50-56. 
17 Anejo 15 del Recurso de Certiorari, págs. 58-64. 
18 Anejo 17 del Recurso de Certiorari, págs. 73-78. 
19 Anejo 18 del Recurso de Certiorari, pág. 79. 
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II. 

A. 

El recurso de certiorari es el vehículo procesal para que el 

Tribunal de Apelaciones revise la sentencia final dictada por el 

Tribunal de Primera Instancia al revisar un laudo de arbitraje.  

Regla 32(D) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA 

Ap. XXII-B, R.32(D); Hosp. del Maestro v. U.N.T.S., 151 DPR 934 

(2000).  Este recurso discrecional “permite a un tribunal de mayor 

jerarquía revisar las determinaciones de un foro inferior”.  IG 

Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 (2012).  Véase, 

además, 800 Ponce de León v. AIG, 205 DPR 163, 174 (2020); Pueblo 

v. Díaz de León, 176 DPR 913, 917 (2009); García v. Padró, 165 DPR 

324, 334 (2005).  

En el ámbito judicial, el concepto discreción “no significa 

poder para actuar en una forma u otra, haciendo abstracción del 

resto del Derecho”.  IG Builders et al. v. BBVAPR, supra, pág. 338.  

La discreción, “es una forma de razonabilidad aplicada al 

discernimiento judicial para llegar a una conclusión justiciera”.  

Torres González v. Zaragoza Meléndez, 211 DPR 821 (2023); 800 

Ponce de León v. AIG, supra, a la pág. 174. 

 En el caso particular del Tribunal de Apelaciones, la 

Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1, limita 

los asuntos interlocutorios que podemos revisar mediante un 

recurso de certiorari, bajo el entendimiento de que estos pueden 

esperar hasta la conclusión del caso para ser revisados en 

apelación.  IG Builders et al. v. BBVAPR, supra, pág. 337.  Al 

respecto, la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, dispone 

específicamente que el recurso de certiorari para revisar 

resoluciones u órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 

Primera Instancia, solamente será expedido por el Tribunal de 

Apelaciones cuando se recurra de una resolución u orden bajo las 
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Reglas 56 y 57 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 56 y 57, o 

de la denegatoria de una moción de carácter dispositivo.  No 

obstante, y por excepción a lo dispuesto anteriormente, el Tribunal 

de Apelaciones podrá revisar órdenes o resoluciones interlocutorias 

dictadas por el Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra de 

decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o peritos 

esenciales, asuntos relativos a privilegios evidenciaros, anotaciones 

de rebeldía, en casos de relaciones de familia, en casos que revistan 

interés público o en cualquier otra situación en la cual esperar a la 

apelación constituiría un fracaso irremediable de la justicia.  Íd.  Al 

denegar la expedición de un recurso de certiorari en estos casos, el 

Tribunal de Apelaciones no tiene que fundamentar su decisión.  Íd.  

 A su vez, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, establece los criterios que el 

Tribunal de Apelaciones deberá tomar en consideración al 

determinar si procede la expedición de un recurso de certiorari o de 

una orden de mostrar causa.  Estos son:  

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho.  

 
(B) Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema.  

 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia.  
 

(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 

 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración.  
 
(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del litigio.  
 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia.” Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra. 
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B. 

La Regla 51.1 de las Reglas de Procedimiento Civil de 2009, 

32 LPRA Ap. V, R. 51.1, regula lo concerniente a los procesos de 

ejecución de sentencia.  En específico dispone: 

La parte a cuyo favor se dicte sentencia podrá ejecutarla 
mediante el procedimiento fijado en esta Regla 51, en 

cualquier tiempo dentro de cinco (5) años de ésta ser 
firme.  Expirado dicho término, la sentencia podrá 

ejecutarse mediante autorización del tribunal, a 
moción de parte y previa notificación a todas las 
partes.  Si después de registrada la sentencia se 

suspende su ejecución por una orden o sentencia del 
tribunal, o por efecto de ley, el tiempo durante el cual 

ha sido suspendida dicha ejecución deberá excluirse del 
cómputo de los cinco (5) años durante los cuales podrá 
expedirse el mandamiento de ejecución.  (Énfasis 

suplido.) 

Según expuesto, la Regla 51 de Procedimiento Civil, supra, 

establece todo lo relativo al procedimiento de apremio o de ejecución 

de una sentencia.  La regla general es que todas las sentencias se 

ejecutan en el tribunal de origen, es decir, en el tribunal que dictó 

la sentencia que se pretende ejecutar.  Igaravidez v. Ricci, 147 DPR 

1, 7 (1998).  La parte a cuyo favor se dicte la sentencia, podrá 

ejecutarla mediante el procedimiento fijado en la Regla 51, en 

cualquier tiempo dentro de cinco (5) años de ser firme la misma.  Íd.  

Expirado dicho término, podrá ejecutarse la sentencia mediante 

autorización del tribunal a moción de parte y previa notificación a 

todas las partes.  Íd.; Figueroa v. Banco de San Juan, 108 DPR 680 

(1979). 

Por otro lado, la Regla 51.2 de Procedimiento Civil de 2009, 

32 LPRA Ap. V, R. 51.2., respecto al procedimiento de ejecución de 

sentencia en los casos de cobro de dinero dispone lo siguiente: 

El procedimiento para ejecutar una sentencia u orden 

para el pago de una suma de dinero y para recobrar las 
costas concedidas por el tribunal será mediante un 
mandamiento de ejecución.  El mandamiento de 

ejecución especificará los términos de la sentencia y la 
cantidad pendiente de pago.  Todo mandamiento de 

ejecución será dirigido al alguacil o alguacila para ser 
entregado a la parte interesada.  En todo caso de 
ejecución, incluso aquellos en los que se realice una 
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venta judicial, el alguacil o alguacila entregará al 
Secretario o Secretaria el mandamiento debidamente 

diligenciado y cualquier sobrante que tenga en su poder 
dentro del término de quince (15) días a partir de la 

fecha en que se realice la ejecución.  Se podrá expedir 
un mandamiento de ejecución en virtud de una o más 
sentencias y órdenes en el mismo pleito.  El 

mandamiento de ejecución se expedirá bajo la firma del 
Secretario o Secretaria y el sello del tribunal.  En los 
casos en que el diligenciamiento del mandamiento de 

ejecución no satisfaga completamente la sentencia o 
éste sea infructuoso, no será necesario expedir un 

mandamiento adicional.  El alguacil o alguacila tomará 
inmediata constancia de cada diligenciamiento al dorso 
de la copia fiel y exacta del mandamiento.  En los casos 

en que se satisfaga la totalidad de la sentencia mediante 
un solo diligenciamiento o cuando se trate del último 

diligenciamiento que satisfaga la sentencia, el alguacil 
o alguacila tomará constancia del diligenciamiento en el 
documento original del mandamiento de ejecución.  

 

C. 

La Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, al 

igual que las Enmiendas V y XIV de la Constitución de los Estados 

Unidos, garantizan que: “ninguna persona será privada de su 

libertad o propiedad sin un debido proceso de ley”.  Art. II, Sec. 7, 

Const. ELA, LPRA, Tomo 1; Emdas. V y XIV, Const. EE. UU., LPRA, 

Tomo 1. 

 El debido proceso de ley se manifiesta en dos dimensiones 

distintas: sustantiva y procesal.  Al amparo del debido proceso 

sustantivo, los tribunales examinan la validez de una ley, a la luz de 

los preceptos constitucionales pertinentes, con el propósito de 

proteger los derechos fundamentales de las personas.  Bajo este 

análisis, el Estado, al aprobar leyes o al realizar alguna actuación, 

no puede afectar de manera irrazonable, arbitraria o caprichosa los 

intereses de propiedad o libertad.  Román Ortiz v. OGPe, 203 DPR 

947 (2020); Rivera Rodríguez & Co. v. Lee Stowell, etc., 133 DPR 881 

(1993).  Por otro lado, en el debido proceso de ley procesal se le 

impone al Estado la obligación de garantizar que la interferencia con 

los intereses de libertad y propiedad del individuo se haga a través 
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de un procedimiento que sea justo y equitativo.  Román Ortiz v. 

OGPe, supra; Rivera Rodríguez & Co. v. Lee Stowell, etc., supra.  

Se ha señalado que para que entre en vigor la protección que 

ofrece este derecho en su vertiente procesal tiene que estar en juego 

un interés individual de libertad o propiedad.  Board of Regents v. 

Roth, 408 US 565 (1972); Rivera Santiago v. Srio. de Hacienda, 

119 DPR 265, 274 (1987).  Una vez cumplida esta exigencia, hay 

que determinar cuál es el procedimiento exigido.  Rivera Santiago v. 

Srio. de Hacienda, supra, pág. 274; Morissey v. Brewer, 408 US 471, 

481 (1982).  Dependiendo de las circunstancias, diversas 

situaciones pueden requerir diferentes tipos de procedimientos, pero 

siempre persiste el requisito general de que el proceso 

gubernamental debe ser justo e imparcial.  Rivera Santiago v. Srio. 

de Hacienda, supra, pág. 274. 

 La jurisprudencia ha establecido diversos requisitos que debe 

cumplir todo procedimiento adversativo, para satisfacer las 

exigencias del debido proceso, a saber: (1) notificación adecuada del 

proceso; (2) proceso ante un juez imparcial; (3) oportunidad de ser 

oído; (4) derecho a contrainterrogar testigos y examinar evidencia 

presentada en su contra; (5) tener asistencia de abogado, y (6) que 

la decisión se base en el récord.  Román Ortiz v. OGPe, supra; Rivera 

Rodríguez & Co. v. Lee Stowell Taylor, etc., supra. 

D. 
 

La Regla 302 de las Reglas de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, 

R. 302, dispone que:  

En una acción civil, una presunción impone a la parte 

contra la cual se establece la presunción el peso de la 
prueba para demostrar la inexistencia del hecho 
presumido.  Si la parte contra la cual se establece la 

presunción no ofrece evidencia para demostrar la 
inexistencia del hecho presumido, la juzgadora o el 
juzgador debe aceptar la existencia de tal hecho.  Si se 

presenta evidencia en apoyo de la determinación de la 
inexistencia de tal hecho, la parte que interesa rebatir 

la presunción debe persuadir a quien juzga de que es 
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más probable la inexistencia que la existencia del hecho 
presumido. 

 

Asimismo, en lo pertinente, la Regla 304 de las Reglas de 

Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R. 304(23), establece que:  

Las presunciones son aquéllas establecidas por ley o 
por decisiones judiciales.  Entre las presunciones 
controvertibles se reconocen las siguientes: 

 
… 

 
(23) Una carta dirigida y cursada por correo 
debidamente, fue recibida en su oportunidad. 

 
…. 

 

Sobre la presunción establecida en la Regla 304(23), supra, 

nuestro más alto foro ha señalado que para que se active dicha 

presunción, la persona que desea valerse de esta debe probar que 

en efecto envió la carta.  CSMPR v. Carlo Marrero et als., 182 DPR 

411, 429 (2011).  Así pues, una vez probado el hecho básico de que 

se envió la carta, la parte contraria deberá presentar evidencia que 

persuada al juzgador de la inexistencia del hecho presumido, es 

decir, de que las cartas llegaron a su destino.  Íd., págs. 429-430.  

Le corresponderá al juzgador, en ambos casos, aquilatar la prueba 

y tomar una determinación.  Íd. 

III. 

Alega la parte aquí apelante en su único señalamiento de error 

que erró el foro primario al expedir la Orden y Mandamiento de 

Embargo del 31 de enero de 2024, sin que mediara justificación 

válida para la dilación en ejecutar el embargo y ya habiendo 

transcurrido cerca de nueve (9) años desde que se dictó la Sentencia. 

Como cuestión de umbral, precisa advertir que la 

determinación recurrida es un asunto comprendido dentro de las 

materias que podemos revisar de conformidad con la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, supra.  Asimismo, a la luz de las disposiciones 

de la Regla 40 de nuestro Reglamento, supra, entendemos que están 



 
 

 
KLCE202400751 

 

12 

presentes algunos de los criterios allí dispuestos para que proceda 

nuestra intervención con la misma. 

Según lo expuesto, la Regla 51 de Procedimiento Civil, supra, 

establece que se podrá ejecutar una sentencia en cualquier 

momento dentro de los cinco (5) años de ser final y firme.  Expirado 

dicho término, la sentencia podrá ejecutarse mediante autorización 

del tribunal a moción de parte y previa notificación a todas las 

partes.  Íd.; Figueroa v. Banco de San Juan, supra. 

En cuanto al único error señalado, este Tribunal resuelve que 

Midland logró justificar su demora para ejecutar la Sentencia.  Se 

desprende del expediente que desde el 20 de agosto de 2015 Midland 

sometió un Escrito Bajo la Regla 51.4 con el propósito de identificar 

los bienes del patrimonio del Sr. Matías Méndez y así poder ejecutar 

la Sentencia.  Además, el 19 de enero de 2024, Midland presentó 

una Moción Asumiendo Representación Legal, Solicitando se Designe 

Depositario y Solicitando Se Expida Orden y Mandamiento de 

Ejecución de Sentencia a Fines de Incluir el Nuevo Depositario.  En 

ella, informó que con el propósito de localizar los activos del 

Sr. Matías Méndez para ejecutar la Sentencia, realizó varias 

gestiones de cobro que no produjeron resultado alguno.  Asimismo, 

en la referida moción acreditó las gestiones por las cuales no pudo 

ejecutar la sentencia.  Posteriormente, el 19 de abril de 2024, 

Midland radicó una Réplica A Moción en Solicitud de que se Deje sin 

Efecto Orden y Mandamiento de Embargo y Ordene se Levanten los 

Gravámenes y Embargos en la que volvió a acreditar varias gestiones 

para identificar bienes y ejecutar la Sentencia.  Igualmente, anejó 

documentación a la moción.  

Sin embargo, a pesar de que el único error planteado por el 

Sr. Matías Méndez no tiene méritos, este Tribunal Apelativo no 

puede disponer del caso sin atender el argumento de la falta de 

notificación adecuada de las mociones y las órdenes sometidas a 
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todas las partes, en específico a la parte peticionaria, luego de 

expirado el término de los cinco (5) años que establece la Regla 51 

de Procedimiento Civil, supra, para ejecutar la Sentencia.  No 

debemos olvidar que la falta de notificación adecuada atenta contra 

el debido proceso de ley.  Por su parte, Midland contestó dicho 

argumento descansando en la presunción que establece la 

Regla 304(23) de Evidencia, supra. 

Mencionamos previamente que, expirado el término de los 

cinco (5) años para ejecutar la sentencia, la misma solo podrá 

ejecutarse mediante autorización del tribunal a moción de parte y 

previa notificación a todas las partes.  Regla 51 de Procedimiento 

Civil, supra.  Además, señalamos que la persona que desea valerse 

de la presunción de la Regla 304(23) de Evidencia, supra, debe 

probar que en efecto envió la carta.  CSMPR v. Carlo Marrero et 

als., supra.  

A pesar de que Midland certificó en sus mociones haber 

enviado copia a la dirección de récord, y de que no existe 

controversia sobre dicha dirección, para que pudiera valerse de la 

presunción de la Regla 304 de Evidencia, supra, debió haber 

presentado evidencia que acreditara que en efecto las cartas fueron 

enviadas.  El expediente está huérfano de esta evidencia.  

Por tanto, le corresponde a Midland probar que las cartas 

fueron enviadas a la dirección de récord.  Una vez pruebe que se 

enviaron las cartas, se activa la presunción de que las mismas 

llegaron a su destino.  De este modo, le corresponderá al Sr. Matías 

Méndez rebatir dicha presunción.  De probarse que no se recibieron 

las cartas, Midland -en cumplimiento con el debido proceso de ley- 

deberá solicitar nuevamente la ejecución de sentencia en la que 

acredite y evidencie que la carta fue enviada.  Asimismo, el TPI 

deberá notificar dicha orden de ejecución de sentencia al Sr. Matías 

Méndez. 
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IV. 

Por los fundamentos anteriormente expuestos, se expide el 

auto de certiorari, se deja sin efecto la orden y embargo emitida en 

el caso de autos y se devuelve el caso al foro primario para la 

continuación de los procedimientos cónsonos con lo aquí resuelto. 

Notifíquese.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


